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Por este medio,  procedimiento de comunicación poco común para este 

tipo de asuntos, deseo adelantarles el siguiente planteamiento en el que 

entendemos un conflicto jurídico-práctico de actuaciones en el marco 

operativo de actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad con la 

aplicación de la nueva Ley de Seguridad Ciudadana y reforma del 

Código Penal que entrarán en vigor el próximo día 1 de julio de 2015. 

 

En concreto, el asunto a tratar se centra en la práctica de la 

identificación de personas en los supuestos previstos por la Ley de 

Seguridad Ciudadana. 

 

Con el fin de no hacer innecesariamente extenso y farragoso el presente 

escrito, me centraré en el traslado operativo de la legislación aplicable a 

este supuesto, sin necesidad de abundar y reiterar su tenor literal que 

ya contiene la Ley. 

 

Hasta el próximo día 30 de junio de 2015, los supuestos de negativa a 

identificarse, ofrecimiento de datos falsos, faltas de respeto y 

debida consideración o desobediencias leves a agentes de la 

Autoridad en el ejercicio de sus funciones o con ocasión de estas, 

son tratados como infracción penal, en aplicación de los artículos 556 o 

634 del vigente Código Penal, con lo que la identificación de una 

persona, en los supuestos previstos por la Ley, siempre es posible, ya 

que en el supuesto de no lograrse su identidad, dicha persona pasa 

a la condición de detenida, aplicándose los protocolos de 

identificación de personas previstos para este tipo de situaciones 

(personas detenidas). 
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Ahora bien, con la entrada en vigor el próximo día 1 de julio de la Ley 

Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de Seguridad Ciudadana y la Ley 

Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, de reforma parcial del Código Penal, 

entramos en un escenario totalmente distinto desde una perspectiva 

operativa policial. 

 

En concreto, de forma expresa, la nueva Ley de Seguridad Ciudadana 

tipifica las conductas de: Negativa a identificarse, ofrecimiento de 

datos falsos o inexactos, faltas de respeto y debida consideración o 

desobediencias leves a agentes de la Autoridad en el ejercicio de 

sus funciones o con ocasión de estas en los artículos 36.6 y 37.4. 

 

Centrándonos en la presente consulta y como caso práctico y reiterado 

que ilustra este nuevo marco normativo, a título de ejemplo podemos 

señalar: 

 

1. La negativa a identificarse se trata de una infracción 

administrativa expresamente recogida por la Ley. Sin que en 

ningún caso ahora pueda interpretarse como infracción penal.   

 

2. Por simples infracciones administrativas no cabe la detención 

ni imputación penal de sus autores. 

 

3. En el supuesto de negativa a identificarse de una persona, en los 

casos previstos por la Ley y ante el requerimiento legítimo del 

agente de la Autoridad, sin que concurra ninguna otra 

circunstancia de carácter penal, por ejemplo ante el 

requerimiento de identificación de una persona por una 

infracción a una ordenanza municipal –arrojar desperdicios 

fuera de los lugares habilitados para ello-, puede ocurrir que el 

requerido se niegue a ofrecer sus datos de identidad. 
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4. El requerido, conocedor del Derecho y de la Ley interesada, 

referirá conocer encontrarse ante una infracción 

EXCLUSIVAMENTE administrativa y asumir su coste o 

consecuencias. Es decir, sabe y conoce que esta actitud jamás 

podrá ser penal porque la Ley la tipifica como mera infracción 

administrativa. 

 

5. El agente de la Autoridad, que está legitimado para ello, agotará 

las vías para intentar identificar a la persona en el lugar del 

requerimiento, manteniendo el requerido su negativa.  

 

6. El agente de la Autoridad, en los términos previstos en la propia 

Ley, podrá requerir el acompañamiento del interesado a las 

correspondientes dependencias policiales, donde se disponga 

de los libros de registro de identificación para diligenciar este tipo 

de actuaciones. 

 

7. Sin entrar en más semántica jurídica, incluso podríamos 

cuestionar este traslado, ya que el libro de registro donde se 

pretende encartar al interesado, está destinado 

exclusivamente a materias relacionadas con la seguridad 

ciudadana, como recoge el artículo 16.3 de la Ley. Es decir, 

debemos presuponer que esta actuación originaria de carácter 

medio ambiental (tirar desperdicios en la vía pública fuera de las 

zonas habilitadas para ello) se trata de una competencia de 

seguridad ciudadana.  

 

8. El ciudadano, una vez trasladado, mantiene su negativa a 

identificarse en Dependencias Policiales. En la aplicación 

estricta de la Ley, solo se puede agotar el plazo de seis horas que 

prevé el artículo 16.2 de esta norma, momento en el que sin 

ninguna dilación de carácter extraordinario, el sometido a esta 

diligencia de identificación debe ser puesto inmediatamente 
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en libertad. En esa situación de libertad que por imperativo legal 

le ha sido temporalmente conculcada. 

 

9. En este sentido, también debemos valorar y cuestionar la 

idoneidad y proporcionalidad del traslado efectuado por los 

funcionarios de policía, ya que a sabiendas de que no se va a 

producir tal identificación en dependencias policiales, porque así 

lo hace saber el interesado en el lugar de los hechos, se resuelve 

por parte de los funcionarios la medida de traslado. Traslado 

que es legítimo pero a sabiendas previamente de su 

infructuosidad. 

 

10. Terminado este procedimiento, las preguntas que surgen son las 

siguientes: 

 

¿QUÉ IDENTIDAD SE HACE CONSTAR EN EL LIBRO DE 

REGISTRO Y EN EL VOLANTE JUSTIFICATIVO DE LA 

DILIGENCIA PRACTICADA QUE SE ENTREGA AL INTERESADO?   

   

¿CÓMO SE INICIAN LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS 

SANCIONADORES CONTRA UNA PERSONA DE LA QUE NO SE 

CONOCE SU IDENTIDAD, U OFRECE DATOS FALSOS CUANDO 

ESTE HECHO NUNCA PODRÁ SER PERSEGUIDO DESDE EL 

ORDEN PENAL POR CONSTITUIR MERA Y ESTRICTAMENTE 

UNA INFRACCIÓN ADMINISTRATIVA? 

 

Estas son las cuestiones que trasladamos a esta Secretaría Técnica del 

Ministerio del Interior, a los efectos sean resueltas, por su 

incuestionable transcendencia en la operativa policial, para la 

aplicación de la referida Ley de Seguridad Ciudadana. 

 

José María Poderoso Guerrero. 
Presidente de Segrupol. 
3 de mayo de 2015. 


